
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 88/2020 

ACTOR: MUNICIPIO DE AQUILES SERDÁN, 
ESTADO DE CHIHUAHUA 

SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS 

SECCIÓN DE TRÁMITE DE CONTROVERSIAS 
CONSTITUCIONALES Y DE ACCIONES DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 

En la Ciudad de México, a veinticinco de junio de dos mil veinte, se da cuenta al 
ministro Luis María Aguilar Morales, instructor en el presente asunto, con el 
expediente de la controversia constitucional al rubro indicada, promovida por Héctor Ariel 
Fernández Martínez, quien se ostenta como presidente del Municipio de Aquiles Serdán, 
Estado de Chihuahua, presentada el dieciséis de junio de este año en la Oficina de 
Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal, y turnada conforme al 
auto de radicación de veintidós del presente mes y año en curso. Conste. 

Ciudad de México, a veinticinco de junio de dos mil veinte. 

Conforme al Considerando Tercero 1, los puntos Primero2 y Segundo3
, 

numerales 14 y 25
, del Acuerdo General 10/2020, de veintiséis de mayo del 

año en curso del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el 
que se declaran inhábiles los días del periodo comprendido del uno al treinta 
de junio de dos mil veinte, y se habilitan los días que resulten necesarios para 
las actuaciones jurisdiccionales que se precisan, se provee lo siguiente. 

Toda vez que se trata de una controversia constitucional urgente, ya que 
se solicita la suspensión, es menester continuar con el trámite de este asunto 
vía electrónica, por lo que resulta necesario se digitalicen las constancias v 
se forme el expediente electrónico correspondiente, en términos del 
acuerdo 8/20206, de veintiuno de mayo de dos mil veinte, del Pleno de este 
Alto Tribunal, por el que se regula la integración de los expedientes impreso y 
electrónico en controversias constitucionales y en acciones de 
inconstitucionalidad, así como el uso del sistema electrónico de este Máximo 
Tribunal para la promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones por 
vía electrónica en los expedientes respectivos. 

Vistos el escrito y el anexo de quien se ostenta como presidente del 
Municipio de Aquiles Serdán, Estado de Chihuahua, mediante el cual 

1 Acuerdo General 10/2020, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Considerando Tercero. En virtud de que permanecen las causas de fuerza mayor que dieron lugar a la emisión de 
los Acuerdos Generales Plenarios 3/2020, 6/2020 y 7/2020, antes referidos, es necesario declarar inhábiles los dias 
del período comprendido del uno al treinta de junio de dos mil veinte, sin menoscabo de que, con fundamento en lo 
dispuesto en el artículo 282 del Código Federal de Procedimientos Civiles, se habiliten los días y horas que resulten 
necesarios dentro del referido lapso, con el objeto de proveer y desarrollar diversas actividades jurisdiccionales por vía 
electrónica o a distancia. 
2 Primero. Se prorroga la suspensión de plazos en los asuntos tramitados ante la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, durante el periodo comprendido del uno al treinta de junio de dos mil veinte por lo que, con las salvedades 
indicadas en el Punto Segundo de este Acuerdo General, esos días se declaran como inhábiles, en la inteligencia de 
que no correrán términos. 
3 Segundo. Se habilitan los días y horas que resulten necesarios durante el periodo referido en el Punto Primero de 
este Acuerdo General, con el objeto de que 
4 1. El Ministro Presidente y las o los Ministros instructores provean, en el ámbito de su competencia, sobre las 
controversias constitucionales urgentes en las que se solicite la suspensión, incluso las presentadas en formato 
impreso, y se ejecuten las actuaciones judiciales que resulten necesarias para la eficacia de lo determinado en los 
~roveídos respectivos; 

2. Se promuevan, únicamente por vía electrónica, los escritos iniciales de todos los asuntos de la competencia de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en términos de los acuerdos generales plenarios 8/2020 y 9/2020, mediante 
el uso de la FIREL o de la e.firma (antes FIEL), generándose los expedientes electrónicos a que dichos acuerdos 
generales se refieren, sin perjuicio de que los expedientes físicos se integren una vez que se normalicen las 
actividades de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 1 ... ]. 
6 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el veinticinco de mayo de dos mil veinte. 
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promueve controversia constitucional contra el Poder Ejecutivo Federal, así 
como la Secretaría de Energía y la Comisión Reguladora de Energía, ambas 
del Gobierno Federal, es de proveerse lo siguiente. 

En su escrito de demanda, el actor impugna: 

"IV. NORMA GENERAL o [sic] ACTOS CUYA INVALIDEZ SE DEMANDA, 
ASÍ EL MEDIO OFICIAL EN QUE SE PUBLICÓ. 
a. Del C. Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos 
reclamo: 
1) La violación al principio constitucional de transición energética deducido 
de los artículos transitorios Décimo Séptimo y Décimo Octavo del Decreto 
por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia [sic] de Energía [sic], 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 2013, y 
la violación de los instrumentos de planeación previstos en el artículo 3 
fracción XXV de la Ley de Transición Energética: [sic] la Estrategia de 
Transición para Promover el Uso de Tecnologías y Combustibles más 
Limpios, Programa [sic] Especial de la Transición Energética y el Programa 
Nacional para el Aprovechamiento Sustentable de la Energía. 
2) La OMISIÓN de no actualizar Programa [sic] Especial de la Transición 
Energética y el Programa Nacional para el Aprovechamiento Sustentable de 
la Energía. 
b. De la Secretaría de Energía reclamo: 
1) La violación al principio constitucional de transición energética deducido 
de los artículos transitorios Décimo Séptimo y Décimo Octavo del Decreto 
por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia [sic] de Energía [sic], 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 2013, y 
la violación de los instrumentos de planeación previstos en el artículo 3 
fracción XXV de la Ley de Transición Energética: [sic] la Estrategia de 
Transición para Promover el Uso de Tecnologías y Combustibles más 
Limpios, Programa [sic] Especial de la Transición Energética y el Programa 
Nacional para el Aprovechamiento Sustentable de la Energía. 
2) La expedición del acuerdo de Política de Confiabilidad, Seguridad, 
Continuidad y Calidad en el Sistema Eléctrico Nacional por la Secretaría de 
Energía, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 15 de mayo de 
2020. 
3) La OMISIÓN de no actualizar Programa [sic] Especial de la Transición 
Energética y el Programa Nacional para el Aprovechamiento Sustentable de 
la Energía.". 

Al respecto, se tiene por presentado al promovente, con la 
personalidad que ostenta7

, designando delegados y señalando domicilio 
para oír y recibir notificaciones en esta ciudad, esto con fundamento en los 
artículos 11, párrafos primero y segundo8

, de la Ley Reglamentaria de las 

7 De conformidad con la copia certificada de la constancia de mayoría expedida el cuatro de julio de dos mil dieciocho, 
por el Instituto Estatal Electoral del Estado de Chihuahua y en términos de los articulas 29. fracción XII. del Código 
Municipal para el Estado de Chihuahua. que establece 
Artículo 29 del Código Municipal de Chihuahua. La persona titular de la Presidencia Municipal tendrá las siguientes 
facultades y obligaciones 
1 1 
XII.- Representar al Municipio, con todas las facultades de un apoderado general; nombrar asesores y delegados y 
otorgar poderes generales y especiales para pleitos y cobranzas; 1 ... ]. 
8 Artículo 11 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1y11 del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio 
por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. 
En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad 
para hacerlo, salvo prueba en contrario. 
En las controversias constitucionales no se admitirá ninguna forma diversa de representación a la prevista en el 
párrafo anterior; sin embargo, por medio de oficio podrán acreditarse delegados para que hagan promociones, 
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Fracciones 1 y 11 del Artículo 105 de la Constitución Poi ítica de 
los Estados Unidos Mexicanos y 3059 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria, en términos 
del artículo 110 de la citada ley. 

No obstante lo anterior, de la simple lectura de la 
demanda y su anexo, es posible advertir que, en la especie, se 

actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 19, fracción Vlll 11
, 

de la referida Ley Reglamentaria de la Materia, en relación con el Artículo 105, 
fracción 1, inciso b) 12

, de la Constitución Federal, debido a que el 
promovente carece de interés legítimo para intentar este medio de control 
constitucional. 

Al respecto, resulta pertinente precisar, por principio de cuentas, que la 
improcedencia de una controversia constitucional puede derivar de alguna 
disposición de la Ley Reglamentaria de la Materia, lo cual permite considerar 
no sólo los supuestos que de manera específica prevé su artículo 19, sino 
también los que puedan derivar del conjunto de normas que la integran y de 
las bases constitucionales que la rigen; siendo aplicable a este respecto la 
tesis de rubro "CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA CAUSA DE 
IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 19, FRACCIÓN VIII, DE LA 
LEY REGLAMENTARIA DE LA MATERIA, ÚNICAMENTE DEBE RESULTAR 
DE ALGUNA DISPOSICIÓN DE LA PROPIA LEY Y, EN TODO CASO, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS." 13 

Por su parte, debe tenerse presente que la controversia constitucional 
tiene como objeto principal de tutela el ámbito de atribuciones que la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos confiere a los órganos 
originarios del Estado para resguardar el sistema federal y, por tanto, para que 
las entidades, poderes u órganos a que se refiere el artículo 105, fracción 114

, 

concurran a las audiencias y en ellas rindan pruebas, formulen alegatos y promuevan los incidentes y recursos 
rrevistos en esta ley. [ ... ]. 

Artículo 305 del Código Federal de Procedimientos Civiles. Todos los litigantes, en el primer escrito o en la 
primera diligencia judicial en que intervengan, deben designar casa ubicada en la población en que tenga su sede el 
tribunal, para que se les hagan las notificaciones que deban ser personales. Igualmente deben señalar la casa en que 
ha de hacerse la primera notificación a la persona o personas contra quienes promuevan, o a las que les interese que 
se notifique, por la intervención que deban tener en el asunto. No es necesario señalar el domicilio de los funcionarios 
~úblicos. Estos siempre serán notificados en su residencia oficial. 
0 Artículo 1 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y 11 del Artículo 105 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las 
disposiciones del presente Título, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad a que se 
refieren las fracciones 1 y 11 del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A falta de 
disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles. 
11 Artículo 19 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1y11 del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Las controversias constitucionales son improcedentes: [ ... ] 
VIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta ley. 
En todo caso, las causales de improcedencia deberán examinarse de oficio. 
12 Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 
l. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten 
entre [ ... ]. 
bj La Federación y un municipio; [ ... ] 
1 Tesis P./J. 32/2008. Jurisprudencia. Pleno. Novena Época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 
XXVII. Correspondiente al mes de junio de dos mil ocho. Página novecientas cincuenta y cinco. Número de registro 
169528. 
14 Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 
l. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten 
entre: 
a) La Federación y una entidad federativa; 
b) La Federación y un municipio; 
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de la citada Norma Fundamental tengan interés legítimo para acudir a esta vía 
constitucional, es necesario que. con la emisión del acto o norma general 
impugnados. se cause. cuando menos. un principio de agravio. 

En ese sentido se pronunció la Primera Sala de esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al resolver los recursos de reclamación 28/2011-CA, 
30/2011-CA y 31/2011-CA, fallados el ocho y quince de junio de dos mil once; 
en tanto la Segunda Sala de este Alto Tribunal resolvió en el mismo sentido el 
recurso de reclamación 51/2012-CA, en sesión de siete de noviembre de dos 
mil doce; y el Tribunal Pleno lo hizo, al resolver, el dieciséis de agosto de dos 
mil once, el recurso de reclamación 36/2011-CA. 

Así, el hecho de que la Constitución Federal reconozca, en su artículo 
105, fracción 1, la posibilidad de iniciar una controversia constitucional cuando 
alguna de las entidades, poderes u órganos originarios del Estado estime que 
se ha vulnerado su esfera de atribuciones, es insuficiente para que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación realice un análisis de constitucionalidad de las 
normas o actos impugnados desvinculado del ámbito competencia! del actor. 

Por tanto, si un ente legitimado promueve este medio de control 
constitucional contra una norma o acto que sea ajeno a su esfera de 
atribuciones reconocida en la Norma Fundamental, con la única finalidad de 
preservar la regularidad en el ejerc1c10 de las atribuciones 
constitucionales conferidas a otros órganos del Estado, carecerá de 
interés legítimo para intentarlo, pues no existirá un principio de agravio, 
forzosamente vinculado con aquél. 

Así, si bien es cierto que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
puede analizar la constitucionalidad de actos y normas emitidos por 
autoridades del Estado a través de este medio de control constitucional, para 
hacerlo, está siempre supeditada a la existencia de un principio de agravio en 
perjuicio de la esfera competencia! del actor, pues, de no ser así, se 
desnaturalizaría la finalidad de este medio impugnativo, permitiéndose la 
revisión de un acto que, de ningún modo, afectaría la esfera de atribuciones 
del promovente, tutelada en la Constitución Federal. 

e) El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquél y cualquiera de las Cámaras de éste o, en su caso, la Comisión 
Permanente; 
d) Una entidad federativa y otra; 
e) Se deroga. 
f) Se deroga. 
g) Dos municipios de diversos Estados; 
h) Dos Poderes de una misma entidad federativa, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; 
i) Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; 
j) Una entidad federativa y un Municipio de otra o una demarcación territorial de la Ciudad de México, sobre la 
constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales, y 
k) Se deroga. 
1) Dos órganos constitucionales autónomos, y entre uno de éstos y el Poder Ejecutivo de la Unión o el Congreso de la 
Unión sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales. Lo dispuesto en el presente inciso será 
aplicable al organismo garante que establece el artículo 60. de esta Constitución. 
Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales de las entidades federativas, de los Municipios o 
de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México impugnadas por la Federación; de los Municipios o de las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México impugnadas por las entidades federativas, o en los casos a que se 
refieren los incisos c) y h) anteriores, y la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación las declare 
inválidas, dicha resolución tendrá efectos generales cuando hubiere sido aprobada por una mayoría de por lo menos 
ocho votos. 
En los demás casos, las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia tendrán efectos únicamente respecto de las 
partes en la controversia. 
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Precisado lo anterior, debe señalarse que el Municipio 
actor, de manera destacada, refiere que el Acuerdo por el que 
se emite la Política de Confiabilidad, Seguridad, Continuidad y 
Calidad en el Sistema Eléctrico Nacional, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el quince de mayo de dos mil 
veinte, vulnera de manera destacada los artículos 1, párrafo 
primero; 4, párrafos cuarto y quinto; 14, 16, 25, párrafos sexto 

y octavo; y los transitorios Décimo Séptimo y Décimo Octavo del "Decreto por 
el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de energía, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 2013.". 

Por su parte, en el escrito de demanda respecto de la cual se provee, el 
promovente hace valer argumentos encaminados, por un lado, a defender 
derechos fundamentales que no son objeto de tutela de este medio de control 
constitucional y, por otro, refiere atribuciones constitucionales conferidas al 
Congreso de la Unión y al Poder Ejecutivo Federal, que no se han ejercido o 
bien, cuyo ejercicio le resulta obligatorio acatar, sin precisar de qué manera los 
actos impugnados invaden las atribuciones del municipio actor reconocidas en 
la Constitución General. 

En relación con lo anotado, es aplicable, por identidad de razón la tesis 
Jurisprudencia! del Tribunal Pleno de esta Suprema Corte, cuyo rubro y texto 
señalan lo siguiente: 

"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LOS MUNICIPIOS CARECEN 
DE INTERÉS LEGÍTIMO PARA PROMOVERLA CONTRA 
DISPOSICIONES GENERALES QUE CONSIDEREN VIOLATORIAS DE 
DERECHOS DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS QUE 
HABITEN EN SU TERRITORIO, SI NO GUARDAN RELACIÓN CON LA 
ESFERA DE ATRIBUCIONES QUE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS LES CONFIERE. La tutela 
jurídica de la controversia constitucional es la protección a las atribuciones 
que la Constitución General de la República prevé para las entidades, 
poderes u órganos que señala su artículo 105, fracción /, para resguardar 
el sistema federal y para preservar la regularidad en el ejercicio de esas 
atribuciones constitucionales establecidas a favor de tales órganos, por lo 
que para que esa vía constitucional proceda, la norma o acto impugnado 
debe ser susceptible de causar un perjuicio o privar de un beneficio al 
promovente en razón de la situación de hecho en la que se encuentre, la 
cual necesariamente debe estar legalmente tutelada y, 
consecuentemente, los conceptos de invalidez deben dirigirse a 
demostrar que el acto o norma impugnado, cuando menos, le afecta como 
entidad, poder u órgano, mas no la afectación a cierta clase de 
gobernados. Por otra parte, del cúmulo de atribuciones que el artículo 115 
constitucional confiere a los Municipios no se advierte la de defender los 
derechos de los pueblos o comunidades indígenas que se encuentran 
geográficamente dentro de su circunscripción territorial, en un medio de 
control constitucional, situación que tampoco se advierte del artículo 2o. 
de la Ley Suprema, el cual impone una serie de obligaciones a cargo de 
los diferentes niveles de gobierno en relación con aquéllos, sin embargo, 
si bien es cierto que las facultades y obligaciones que dicho precepto 
constitucional otorga a los Municipios buscan la protección de los pueblos 
y de las comunidades indígenas, también lo es que se refieren a su propio 
ámbito competencia/, sin llegar al extremo de que, vía controversia 
constitucional, puedan plantear la defensa de aquéllos. En esas 
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circunstancias, los Municipios carecen de interés legítimo para promover 
una controversia constitucional contra disposiciones generales que 
consideren violatorias de derechos de los pueblos y comunidades 
indígenas que habiten en su territorio, si no guardan relación con la esfera 
de atribuciones que constitucionalmente tienen conferidas. Sostener lo 
contrario desnaturalizaría la esencia misma de la controversia 
constitucional, pues podría llegarse al extremo de que la legitimación del 
Municipio para promover/a, le permitiera plantear argumentos tendentes 
exclusivamente a la defensa de los gobernados que habitan en su 
territorio, sin importar si afectan o no su esfera competencia/, o que, aun 
sin invadirla, exista un principio de afectación para la situación de hecho 
que detenten, esto es, como control abstracto, lo cual no es propio de la 
naturaleza de las controversias constitucionales.". 15 

Además, aunque el promovente menciona que con los actos impugnados 
se vulneran los artículos 1416 y 1617 de la Constitución Política de los Estados 

15 Es aplicable, por identidad de razón, la Tesis de jurisprudencia P./J.83/2011,, Décima Época, Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Tomo 1, correspondiente al mes de diciembre de dos mil once, página mil cuatrocientos 
veintinueve, con número de registro 160588. 
16 Artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A ninguna ley se dará efecto 
retroactivo en perjuicio de persona alguna. 
Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante 
los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y 
conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho. 
En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena 
alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata. 
En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, 
{a falta de ésta se fundará en los principios generales del derecho. 

7 Artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Nadie puede ser molestado en su 
persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, 
que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los 
que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé 
certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo. 
Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y cancelación de los 
mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de 
excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden 
público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros. 
No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que preceda denuncia o querella de un 
hecho que la ley señale como delito, sancionado con pena privativa de libertad y obren datos que establezcan que se 
ha cometido ese hecho y que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión. 
La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión, deberá poner al inculpado a disposición del juez, sin 
dilación alguna y bajo su más estricta responsabilidad. La contravención a lo anterior será sancionada por la ley penal. 
Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente 
después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad civil más cercana y ésta con la 
misma prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro inmediato de la detención. 
Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el riesgo fundado de que el 
indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial 
por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, 
fundando y expresando los indicios que motiven su proceder. 
En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignación del detenido deberá inmediatamente ratificar la 
detención o decretar la libertad con las reservas de ley. 
La autoridad judicial, a petición del Ministerio Público y tratándose de delitos de delincuencia organizada, podrá 
decretar el arraigo de una persona, con las modalidades de lugar y tiempo que la ley señale, sin que pueda exceder de 
cuarenta días, siempre que sea necesario para el éxito de la investigación, la protección de personas o bienes 
jurídicos, o cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se sustraiga a la acción de la justicia. Este plazo podrá 
prorrogarse, siempre y cuando el Ministerio Público acredite que subsisten las causas que le dieron origen. En todo 
caso, la duración total del arraigo no podrá exceder los ochenta días. 
Por delincuencia organizada se entiende una organización de hecho de tres o más personas, para cometer delitos en 
forma permanente o reiterada, en los términos de la ley de la materia. 
Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por más de cuarenta y ocho horas, plazo en que deberá 
ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la autoridad judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos casos 
que la ley prevea como delincuencia organizada. Todo abuso a lo anteriormente dispuesto será sancionado por la ley 
penal. 
En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir, a solicitud del Ministerio Público, se expresará el 
lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo 
que únicamente debe limitarse la diligencia, levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de dos 
testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la 
diligencia. 
Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará penalmente cualquier acto que atente contra la 
libertad y privacía de las mismas, excepto cuando sean aportadas de forma voluntaria por alguno de los particulares 
que participen en ellas. El juez valorará el alcance de éstas, siempre y cuando contengan información relacionada con 
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Unidos Mexicanos, ello también es insuficiente para la 
procedencia de la controversia constitucional, en tanto las 
citadas porciones no contienen una atribución, facultad o 
competencia exclusiva a favor del Poder actor, lo que 
robustece la conclusión de que se manifiestan transgresiones 
no susceptibles de abordarse en una controversia 
constitucional. 

De igual forma, menciona que el Gobierno Federal ha incurrido en omisión 
normativa, pues teniendo la obligación de expedir Estrategias de Transición 
para proveer el uso de Tecnologías y Combustibles más Limpios, así como la 
actualización del programa Especial de la Transición Energética y el Programa 
Nacional para el Aprovechamiento Sustentable de Energía, no ha ejercido 
dicha atribución, lo que, a decir del promovente, no permite alcanzar los 
objetivos de la Ley de Transición Energética, que tiene como fin la 
preservación de un medio ambiente sano en favor de todos los mexicanos; sin 
que de dicho argumento se desprenda de qué modo la omisión normativa de 
mérito invade o afecta el cúmulo de atribuciones constitucionales que le 
corresponden al Municipio actor. 

En este sentido, en los términos en los que el municipio actor hace valer 
su impugnación no generan un principio de agravio en relación con el ámbito 
de su competencia que la Norma Fundamental le atribuye y, por ende, no 
cuenta con interés legítimo para acudir a este Alto Tribunal a intentar este 
medio de control constitucional que, en todo caso, como se indicó 
previamente, tendría que encaminarse a defender la regularidad constitucional 
en el ejercicio de sus atribuciones y no las previstas en favor de cualquier otra 
autoridad. 

Aunado a lo anterior, debe precisarse que la materia de impugnación en 
las controversias constitucionales se constriñe a la posible invasión de la 
esfera competencia! del actor, pues la tutela jurídica de la controversia 
constitucional es la protección a las atribuciones que la Constitución Federal de 
la República prevé para las entidades, poderes u órganos que señala su 
artículo 105, fracción 1, para resguardar el sistema federal y para preservar la 

la comisión de un delito. En ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el deber de confidencialidad que 
establezca la ley. 
Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del 
Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación 
privada. Para ello, la autoridad competente deberá fundar y motivar las causas legales de la solicitud, expresando 
además, el tipo de intervención, los sujetos de la misma y su duración. La autoridad judicial federal no podrá otorgar 
estas autorizaciones cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativo, 
ni en el caso de las comunicaciones del detenido con su defensor. 
Los Poderes Judiciales contarán con jueces de control que resolverán, en forma inmediata, y por cualquier medio, las 
solicitudes de medidas cautelares, providencias precautorias y técnicas de investigación de la autoridad, que requieran 
control judicial, garantizando los derechos de los indiciados y de las víctimas u ofendidos. Deberá existir un registro 
fehaciente de todas las comunicaciones entre jueces y Ministerio Público y demás autoridades competentes. 
Las intervenciones autorizadas se ajustarán a los requisitos y límites previstos en las leyes. Los resultados de las 
intervenciones que no cumplan con éstos, carecerán de todo valor probatorio. 
La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente para cerciorarse de que se han cumplido 
los reglamentos sanitarios y de policía; y exigir la exhibición de los libros y papeles indispensables para comprobar que 
se han acatado las disposiciones fiscales, sujetándose en estos casos, a las leyes respectivas y a las formalidades 
prescritas para los cateas. 
La correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas estará libre de todo registro, y su violación será penada 
por la ley. 
En tiempo de paz ningún miembro del Ejército podrá alojarse en casa particular contra la voluntad del dueño, ni 
imponer prestación alguna. En tiempo de guerra los militares podrán exigir alojamiento, bagajes, alimentos y otras 
prestaciones, en los términos que establezca la ley marcial correspondiente. 
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regularidad en el ejercicio de esas atribuciones constitucionales establecidas a 
favor de tales órganos, por lo que para que esa vía constitucional proceda, la 
norma o acto impugnado debe ser susceptible de causarle un perjuicio al ente 
promovente y, los conceptos de invalidez deben dirigirse a demostrar que el 
acto o norma impugnado, cuando menos, le afecta como entidad, poder u 
órgano, más no la afectación a los gobernados. 

En este sentido, las omisiones y los términos en los que el promovente 
hace valer su impugnación no generan un principio de agravio en relación con 
el ámbito competencia! que la Norma Fundamental atribuye a la Federación y, 
por ende, no cuenta con interés para acudir a este Alto Tribunal a intentar este 
medio de control constitucional. 

Máxime que la controversia constitucional no es un medio de control 
abstracto que permita la impugnación de violaciones constitucionales que se 
verifiquen entre entes, poderes u órganos, sino que exige la existencia de una 
posible vulneración a competencias propias. 

En consecuencia, la presente demanda debe desecharse de plano, al ser 
manifiesto e indudable que no existe un principio de agravio en relación con el 
ámbito competencia! constitucionalmente asignado al actor; lo que, en la 
especie, actualiza el supuesto de improcedencia previsto en el artículo 19, 
fracción VIII, de la mencionada Ley Reglamentaria de la Materia, en relación 
con la fracción 1, inciso b), del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

Lo anterior, es acorde con lo determinado por la Segunda y la Primera 
Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesiones de 
diecisiete de mayo y siete de junio de dos mil diecisiete, al resolver los 
recursos de reclamación 29/2017-CA, derivado de la diversa controversia 
constitucional 37/2017 y 11/2017-CA, derivado de la controversia 
constitucional 5/2017, interpuestos por los Municipios de Nezahualcóyotl, 
Estado de México y Guadalajara, Estado de Jalisco. 

Por las razones expuestas, se: 

ACUERDA 

Primero. Se desecha de plano, por notoriamente improcedente, la 
controversia constitucional promovida por el Municipio de Aquiles Serdán, 
Estado de Chihuahua. 

Segundo. Sin perjuicio de lo anterior, se tiene al promovente designando 
delegados y señalando domicilio para oír y recibir notificaciones en esta 
ciudad. 

Notifíquese; y, una vez que cause estado este auto, archívese el 
expediente como asunto concluido. 

Además, hágase del conocimiento al promovente que, a partir de la 
notificación de este proveído, todas las promociones dirigidas al expediente 
en que se actúa, deberán ser remitidas por vía electrónica a través del 
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Sistema Electrónico de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación (SESCJN), consultable en el sitio oficial de internet de 
este Alto Tribunal (www.scjn.gob.mx) en el enlace directo, o en 
la siguiente liga o hipervínculo: 
https://www.se.pjf.gob.mx/Account/Login?ReturnUrl=%2f, lo 
que debe ser por conducto del representante legal o delegado 
respectivo; proporcionando al efecto, la Clave Única de 

Registro de Población (CURP) correspondiente a la firma electrónica (FIREL) 
vigente, al certificado digital o e.firma, y podrán designar a las personas 
autorizadas para consultar el expediente electrónico las cuales deberán reunir 
los mismos requisitos ya citados; haciendo de su conocimiento que las 
notificaciones se realizarán sólo por vía electrónica; en la inteligencia que 
surtirán efectos en términos de los artículos 6, párrafo primero 18

, de la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones 1 y 11 del Artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1719

, 21 20
, 2821

, 29, párrafo 
primero22

, 3423 y Cuarto Transitorio24 del Acuerdo 8/2020 de veintiuno de mayo 
de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

18 Artículo 6 de Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y 11 del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Las notificaciones surtirán sus efectos a partir del día siguiente al en que hubieren 
11iuedado legalmente hechas. [ ... ]. 
1 Articulo 17 del Acuerdo General 8/2020, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Las 
partes podrán en todo momento, por vía impresa o electrónica, manifestar expresamente la solicitud para recibir 
notificaciones electrónicas. El proveído que acuerde favorablemente dicha solicitud se notificará por lista o por oficio 
según corresponda legalmente; en la inteligencia de que las siguientes determinaciones jurisdiccionales se notificarán 
a la parte respectiva por vía electrónica en tanto no revoque la referida solicitud. 
La referida solicitud únicamente podrá realizarse por las partes o por sus representantes legales, en términos de lo 
~revisto en el artículo 11, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria. 

0 Articulo 21 del Acuerdo General 8/2020, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Si 
la solicitud se presenta por vía impresa, se acordará favorablemente si el solicitante tiene el carácter de parte dentro 
de la controversia constitucional o de la acción de inconstitucionalidad de que se trate y proporciona la Clave Única de 
Registro de Población correspondiente a la FIREL vigente o al certificado digital que hubiere utilizado su representante 
legal, de los referidos en el artículo 5 de este Acuerdo General. 
21 Articulo 28 del Acuerdo General 8/2020, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Atendiendo a lo establecido en el artículo 60., párrafo primero, de la Ley Reglamentaria, las notificaciones electrónicas 
realizadas en los términos previstos en este Acuerdo General, surtirán sus efectos a partir del día siguiente al en que 
la parte por conducto de su representante legal, o cualquiera de las personas que hubiere autorizado para consultar el 
Expediente electrónico de que se trate, acceda a éste y se consulte el texto del acuerdo correspondiente, lo que dará 
lugar a la generación de la Constancia de notificación respectiva. 
22 Articulo 29 del Acuerdo General 8/2020, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Dichas notificaciones también surtirán sus efectos, respecto de las partes que hayan manifestado expresamente 
recibirlas por vía electrónica, en el supuesto de que no hubieren consultado el acuerdo respectivo en el Expediente 
electrónico correspondiente, al día posterior a los dos días hábiles siguientes al en que se haya ingresado dicho 
rroveido en ese expediente.[ ... ]. 

3 Articulo 34 del Acuerdo General 8/2020, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. A 
través del módulo de promociones electrónicas del Sistema Electrónico de la SCJ N, mediante el uso de su FIREL o de 
certificado digital de los señalados en el artículo 5 de este Acuerdo General, las partes y los Órganos Auxiliares para el 
trámite de controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad podrán remitir Documentos Electrónicos o 
digitalizados a los expedientes previamente formados. 
En el supuesto de las pruebas documentales que por su formato de presentación no se puedan digitalizar, su versión 
impresa quedará a la vista de las partes en las instalaciones de la SCJN, lo cual se hará constar en el Expediente 
electrónico. 
Si los datos del expediente al que se pretende remitir una promoción por el módulo de promociones electrónicas del 
Sistema Electrónico de la SCJN, consistentes en el número de aquél y en el nombre del actor, no coinciden con los 
registrados, la promoción de que se trate no podrá ser enviada por el módulo respectivo. 
En este módulo también podrá solicitarse por el respectivo mecanismo automatizado, la recepción de notificaciones 
electrónicas o la revocación de dicha solicitud. 
24 Acuerdo General 8/2020, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Cuarto. En el acuerdo por el cual se emplace o se dé vista a la partes con la promoción de una controversia 
constitucional o de una acción de inconstitucionalidad, el Ministro instructor las requerirá para que den contestación 
por vía electrónica a través del Sistema Electrónico de la SCJN, mediante el uso de la FIREL o e.firma, y que designen 
a las personas autorizadas para consultar el Expediente electrónico, haciendo de su conocimiento que las 
notificaciones se realizarán sólo por vía electrónica mientras no se reanuden las actividades jurisdiccionales de la 
SCJN. 
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Dada la naturaleza e importancia de este procedimiento constitucional, 
con apoyo en el artículo 28225 del referido Código Federal de Procedimientos 
Civiles, de aplicación supletoria en términos del artículo 1 de la mencionada 
Ley Reglamentaria, se habilitan los días y horas que se requieran para llevar a 
cabo las notificaciones de este proveído. 

Finalmente, en el momento procesal oportuno, agréguese al expediente 
para que surta efectos legales la impresión de la evidencia criptográfica de este 
proveído, en términos del Considerando Segundo26

, artículos 127
, 328

, 929 y 
Tercero Transitorio30

, del referido Acuerdo General 8/2020. 

Notifíquese; por lista y por oficio. 

Lo proveyó y firma el Ministro Instructor Luis María Aguilar Morales, 
quien actúa con Carmina Cortés Rodríguez, secretaria de la Sección de 
Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de 
lnconstitucionalidad de la Subsecretaría General de Acuerdos de este Alto 
Tribunal, que da fe. 

25 Artículo 282 del Código Federal de Procedimientos Civiles. El tribunal puede habilitar los días y horas inhábiles, 
cuando hubiere causa urgente que lo exija, expresando cual sea ésta y las diligencias que hayan de practicarse. 
26 Segundo. La emergencia sanitaria generada por la epidemia del virus SARS-CoV2 (COVID-19), decretada por 
acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federación del treinta de marzo de dos mil veinte, ha puesto en evidencia 
la necesidad de adoptar medidas que permitan, por un lado, dar continuidad al servicio esencial de impartición de 
justicia y control constitucional a cargo de la Suprema Corte de la Justicia de la Nación y, por otro, acatar las medidas 
de prevención y sana distancia, tanto para hacer frente a la presente contingencia, como a otras que en el futuro 
pudieran suscitarse, a través del uso de las tecnologías de la información y de herramientas jurídicas ya existentes, 
como es la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL), y[ ... ]. 
27 Articulo 1 del Acuerdo General 8/2020, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. El 
presente Acuerdo General tiene por objeto regular la integración de los expedientes impreso y electrónico en 
controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad, así como en los recursos e incidentes 
interpuestos dentro de esos medios de control de la constitucionalidad; el uso del Sistema Electrónico de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación para la promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones por vía electrónica en 
los expedientes respectivos y la celebración de audiencias y comparecencias a distancia. 
28 Artículo 3 del Acuerdo General 8/2020, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. En el 
Sistema Electrónico de la SCJN, los servidores públicos y las partes accederán a los expedientes electrónicos 
relacionados con controversias constitucionales y con acciones de inconstitucionalidad mediante el uso de su FIREL, 
en los términos precisados en este Acuerdo General. 
29 Artículo 9 del Acuerdo General 8/2020, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los 
acuerdos y las diversas resoluciones se podrán generar electrónicamente con FIREL del Ministro Presidente o del 
Ministro instructor, según corresponda, así como del secretario respectivo; sin menoscabo de que puedan firmarse de 
manera autógrafa y, una vez digitalizados, se integren al expediente respectivo con el uso de la FIREL. 
30 Tercero. La integración y trámite de los expedientes respectivos únicamente se realizará por medios electrónicos, 
sin menoscabo de que se integre su versión impresa una vez que se reanuden las actividades jurisdiccionales de la 
SCJN. 
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Esta hoja forma parte del proveído de veinticinco de junio de dos mil veinte, dictado por el 
Ministro Instructor Luis María Aguilar Morales, en la controversia constitucional 88/2020, 
promovida por el Municipio de Aquiles Serdán, Estado de Chihuahua. Conste. 
JOG/DAHM 
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